Comisión de Hacienda 


Versión Taquigráfica N* 104 de 
2010 


Carpeta N* 146 de 2010 


GUARDA, CONSERVACIÓN Y ARCHIVO DE LOS 


PRESIDE: 


MIEMBROS: 


INVITADOS: 


DOCUMENTOS DERIVADOS 
DE OPERACIONES ADUANERAS 


Establecimiento de obligaciones para los Despachantes de Aduana 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 15 de junio de 2010 


(Sin corregir) 


Señor Representante Alfredo Asti. 


Señores Representantes Iván Posada, Pablo D. Abdala, Gustavo Bernini, Jorge Gandini, 
Germán Cardoso, Andrés Lima, Gonzalo Mujica y Pablo Pérez González. 


Por la Administración Nacional de Aduanas, contador Enrique Canón, Director Nacional y 
doctora Roxana Brizuela, Directora de Asesoría Jurídica. (ver exposición) 


Por la Asociación de Despachantes de Aduana del Uruguay, Ignacio Marone, Presidente; 
Guillermo Fernández, Secretario y Enrique Martínez, Secretario Ejecutivo. (ver 
exposición) 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida al Director Nacional de Aduanas, contador Enrique Canón, y a la 
Directora de Asuntos Jurídicos del organismo, doctora Roxanna Brizuela. 


Está en discusión en esta Comisión el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo sobre guarda, conservación y 
archivo de los documentos derivados de operaciones aduaneras. Esta iniciativa ingresó hace muy pocos días 
y ya estamos comenzando con su tratamiento, lo que demuestra que también nosotros podemos trabajar en 
forma eficiente. En la sesión pasada, si bien todavía no había ingresado el proyecto de ley a la Comisión, 
teniendo en cuenta el cambio de fecha que debimos realizar porque mañana a esta hora se reúne la Cámara 
decidimos adelantar un día la reunión a fin de darle el más ágil tratamiento. Esperamos que su importancia 
sea explicada por nuestros invitados, así como las conveniencias para el Estado y la sociedad en su conjunto 
que implican los elementos que se proponen. 


SEÑOR CANÓN.- Muchas gracias por recibirnos. 


El desafío de la eficiencia es mutuo. La Dirección Nacional de Aduanas está tratando de responder a este 
desafío nacional. 


El proyecto que presentamos fue elaborado en forma casi conjunta entre la Asesoría Jurídica de la Dirección 
Nacional de Aduanas, cuya Directora me acompaña, y la Asociación de Despachantes de Aduana del 
Uruguay. Es el resultado de un trabajo llevado a cabo con muy buena voluntad entre el sector público y el 
privado que, creo, enaltece tanto a ADAU como a la institución que dirijo, y tiene como fundamento el hecho 
de que la Dirección Nacional de Aduanas debe cumplir con su función de una manera eficiente. Es lo que 
hemos sintetizado en el lema de que la Aduana tiene que cumplir con un control eficiente, a fin de que la 
producción acceda, transite o se exporte de manera fluida y el Uruguay gane en competitividad en nuevos 
mercados. 


Este proyecto que presentamos a consideración de los señores Diputados responde a las mejores prácticas 
internacionales recomendadas por la Organización Mundial de Aduanas. La Dirección Nacional de Aduanas 
se ha reafirmado recientemente como una de las Aduanas del mundo que se integra al Plan Columbus de la 
OMA. Este Plan incluye varias fases, una de las cuales, la diagnóstica, ya se cumplió. En esta fase de 
diagnóstico, como bien dice la exposición de motivos, se recomienda una organización sin papeles entre las 
mejores prácticas aduaneras internacionales. Dentro de la organización sin papeles nos han adelantado las 
mejores aduanas de América Latina, entre ellas las de Argentina y Chile. 


Si tuviera que elegir dos fundamentos para este proyecto de ley diría que, además del lema del control 
eficiente que proponemos y sostenemos, hay razones de responsabilidad y de plazo. Consideramos que los 
despachantes de Aduana, que tienen responsabilidad desde el inicio de una operación de comercio exterior, 
deben mantenerla hasta el final. 


Hemos dado a los despachantes de Aduana un plazo esto es en cierta medida revolucionario y definitivo en 
materia de aduanas que se extiende hasta los diez años para la conservación, guarda y archivo de los 
documentos únicos aduaneros o los documentos de operaciones de comercio exterior, de manera que a 
solicitud de los servicios de fiscalización de Aduana se pueda hacer un control a posteriori con la eficiencia 
que merece. Ese plazo de diez años se compadece con el Código de Comercio y con el Código Tributario. De 
manera que con este proyecto tenemos la garantía de que los despachantes de Aduana en su actuación y en la 
guarda, archivo y conservación de los documentos respetarán ese plazo y, a requerimiento de la Aduana, los 
documentos estarán a nuestra disposición inmediatamente. En caso contrario, el propio proyecto prevé una 
sanción. 


Por último, las sanciones han sido establecidas de manera razonable y gradual. Van desde una determinada 
cantidad de Unidades Reajustables hasta la posibilidad de multa, suspensión, apercibimiento o inhabilitación 
definitiva del despachante en cuestión. 


Esta es una fundamentación somera. La fundamentación jurídica, si el señor Presidente lo permite, la hará la 
asesora jurídica del organismo. 


SEÑORA BRIZUELA.- El proyecto consta de pocos artículos porque, en realidad, entendimos que la 
ley solo debía regular aquellos aspectos que son de materia legal. 


El hecho de otorgar a los despachantes la responsabilidad de la guarda, conservación y archivo responde a 
que por disposición de la ley los despachantes de Aduana son los que preceptivamente deben intervenir en las 
operaciones aduaneras, ya que ayudan al Estado en el control de las operaciones. Son profesionales que 
tienen un estatuto especial que rige en el país desde el año 1800, y el Estado se ha servido de ellos para 
cumplir su función. Son un eslabón importante en la cadena del comercio exterior. Como contrapartida a esa 
intervención preceptiva que les otorga la ley, también se establecen muchas obligaciones: son responsables 
por los tributos y por las infracciones aduaneras, y responden ante la Dirección Nacional de Aduanas y ante 
el Ministerio de Economía y Finanzas por las faltas que eventualmente puedan cometer. 


Además de las razones que el Director ha fundamentado, consideramos que este proyecto de ley establece 
específicamente las obligaciones, las responsabilidades y, eventualmente, las sanciones que se aplicarían en 
caso de incumplimiento. Dejamos para la reglamentación los aspectos instrumentales o procedimentales. 


Como muy bien dijo el señor Director, este proyecto ha sido analizado con la Asociación de Despachantes de 
Aduana. Esta iniciativa se enmarca también en una de las ideas a las que apunta la Organización Mundial de 
Aduanas, que es la colaboración aduana-empresa. Quiero precisar que la OMA es la única organización a 
nivel internacional de carácter intergubernamental en la que las aduanas del mundo están representadas. 
Naturalmente, las resoluciones que dicta son un referente obligatorio para todas las aduanas del mundo, y sus 
recomendaciones deben ser seguidas porque apuntan a un mundo globalizado en materia de comercio. 


Entendemos que este proyecto recoge las cuestiones esenciales que son materia de ley, dejando para la 
reglamentación las cuestiones instrumentales. 


SEÑOR MUJICA.- Mi pregunta es muy específica. Me gustaría saber cuál es la mejora que produce en 
la mecánica de la Aduana que la guarda de la documentación pase de la propia Aduana a los agentes 
de comercio exterior. 


SEÑOR CANÓN.- Desde el punto de vista operativo esto representa una ventaja no menor. Aunque no 
es la única razón, voy a circunscribirme al ámbito operativo. Luego, con la anuencia del señor 
Presidente, la doctora Brizuela se referirá a otro aspecto. 


Tengo un informe del Director del Departamento de Infraestructura y Técnica Operativa de la Aduana que 
señala que en este momento en tres sectores diversos del edificio central planta baja, cuarto piso y entrepiso 
oeste hay aproximadamente doscientas setenta y seis toneladas de papel, y distribuidos en las 
administraciones de Aduana de todo el país, inclusive en contenedores que ofician de oficinas en distintos 
puntos de los pasos de frontera, hay unos quinientos mil sobres de documentos únicos aduaneros. En 
particular, aunque parezca algo menor, la ocupación del cuarto piso con este papel, desde el punto de vista 
operativo, representa un lugar ocioso para la operación aduanera, porque no se puede disponer de él, y visto 
desde el ángulo arquitectónico tiene un sobrepeso de cincuenta kilogramos por metro cuadrado. Hay una 
norma, la UNIT 33-91, que permite que la sobrecarga del piso de un edificio sea de hasta quinientos 
kilogramos por metro cuadrado. En este caso, con quinientos cincuenta kilogramos por metro cuadrado, 
estamos frente la posibilidad de algún tipo de desgracia. 


Esta situación se viene arrastrando desde hace mucho tiempo. Imagínense que las operaciones de 
exportación, importación y tránsito continúan y se seguirá acumulando más y más archivo. Esto es desde el 
ángulo estrictamente operativo. 


SEÑORA BRIZUELA.- Quiero agregar que hoy la Aduana tiene 2:338.973 DUA Documento Único 
Aduanero en su archivo del cuarto piso que corresponden a las distintas operaciones aduaneras. Por 
día se numeran aproximadamente mil quinientos: ochocientas importaciones, cuatrocientas 
exportaciones y trescientos trámites de mercadería en tránsito. Hay muchos DUA que hoy se 
encuentran en las administraciones del interior, porque tenemos la imposibilidad material traerlos a 
Montevideo por la explicación que daba el señor Director. 


En cuanto a por qué consideramos que es conveniente que los despachantes hagan esta tarea, entendemos 
que, si coadyuvan con el Estado en la operación que realizan y obligatoriamente deben intervenir en todas las 
operaciones, corresponde que ellos mantengan el archivo de su documentación. La Aduana tiene un sistema 
informático llamado LUCÍA, a través del cual los despachantes hacen todas las operaciones. Ellos hacen la 
declaración en sus escritorios y la trasmiten a la Aduana. Hoy la Aduana perfectamente puede ver, gracias a 
la informática, todos los documentos aduaneros en pantalla, con todo el contenido de la información. 
Inclusive, estamos escaneando las facturas que corresponden a cada documento. En el proyecto se establece 
que los despachantes tienen la obligación de presentar la documentación inmediatamente ante una solicitud 
de Aduana. 


Por lo tanto, creemos que es conveniente que el despachante mantenga la guarda de la documentación, no 
solo para la Aduana sino también para el propio profesional despachante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de haber leído el proyecto y escuchado sus explicaciones entendemos el 
alcance de la propuesta pero nos extraña que no exista ninguna referencia a cómo va a actuar la 
Aduana ante esta situación. Supongo que esto no es nuevo para los despachantes, porque seguramente 


guardan la documentación, como lo hace la mayoría de los importadores. Pero advierto que ustedes 
entienden que no es necesario establecer por ley cómo va a actuar la Aduana, precisamente dentro del 
proceso de guardar digitalmente toda la documentación. Tal vez no se entiende necesario prever esto 
por ley porque todo lo que se ha avanzando a través de la Agencia de Gobierno Electrónico da la 
suficiente seguridad legal como para que la Aduana pueda utilizar todo lo que hay con respecto a 
legislación general para el archivo y aprobación de su documentación. Entonces, no es necesario 
establecer nada en la ley respecto de las obligaciones de la Aduana en este sentido. 


SEÑORA BRIZUELA.- Entendemos que no porque, precisamente, vamos a estar a lo que dicta la 
normativa general. Como bien dice el señor Presidente, apuntamos al Gobierno sin papeles. En este 
caso, la Aduana sigue el rumbo que se ha trazado el Gobierno, para lo cual se ha creado la AGÉESIC. 


La Aduana estará sujeta a lo que las normas establezcan. Quedará para la reglamentación de la ley el 
establecimiento de los instrumentos y la forma en que los despachantes o un tercero deban conservar la 
documentación. En el artículo 1” del proyecto hablamos de la conservación de los documentos como tales, 
cualquiera sea su soporte, previendo lo que el señor Presidente decía en el sentido de que vamos hacia un 
Gobierno sin papeles. 


Por todo esto entendimos que no era una cuestión fundamental plasmar este punto en la ley. 


SEÑOR GANDINI.- Luego de analizar el texto del proyecto, y escuchada la exposición que acaban de 
hacer, entiendo que esta es una cuestión de costos. Podrían solucionar el problema construyendo un 
depósito para vaciar esos pisos que pueden colapsar, pero lo que hace la Aduana es trasladar los costos 
a los despachantes, que a su vez tendrán que ver dónde guardan la documentación. Según entiendo, 
ellos podrán subcontratar a personas físicas o jurídicas para que los guarden, y la Aduana será la que 
reglamentará en qué condiciones se debe guardar esta documentación, es decir normas de seguridad 
que aseguren el resguardo, por ejemplo, de la humedad o de cualquier posible circunstancia que 
perjudique esos documentos en los diez años. Estas condiciones serán trasladas además a ese tercero, 
que cobrará. 


De manera que esto es un tema de costos. Habrá una mudanza de todos esos papeles que ustedes van a 
devolver a cada despachante. Y de futuro los despachantes guardarán los que les correspondan. Ustedes se 
sacan todo eso de arriba, llevando camiones de documentación a cada uno de los despachantes. 


SEÑOR CANÓN.- Tanto es así, que en la práctica se ha confirmado. 


La primera solución a esta situación fue el archivo de la documentación en cada una de las dependencias de 
las administraciones de Aduana en todo el país, que luego se remite al edificio central en la medida en que 
haya lugar. Los documentos se fueron acumulando hasta que se llegó a una solución intermedia que consistió 
en pedir a los despachantes de Aduana que acondicionaran un depósito con el que cuentan, en la calle 
Piedras, para trasladar allí lo que hay en el cuarto piso. Esta solución estaba en curso cuando esta nueva 
Dirección de Aduana resuelve presentar una solución que estimo es casi definitiva. Es un problema de costos 
alternativos y lo tienen varias reparticiones del Estado. Por ejemplo, la DGI no conserva en su poder las 
facturas de todas las empresas. Las empresas las tienen guardadas de la manera que lo entiendan conveniente 
y la DGI las requiere en la medida en que lo precise. Lo mismo sucede con el Banco Central con respecto a 
los Bancos que supervisa, y cada Banco mantiene su archivo. 


Nos pareció de modernidad, de buen criterio de padre de familia, como dice el Código de Comercio, la 
administración de la Dirección Nacional de Aduanas a partir de ahorro de costos y de costos alternativos, 
inclusive de costos de superficie. Liberaremos mucho de nuestra Dirección Nacional de Aduanas en todo el 
país, e inclusive recursos humanos, al no atender esta situación que es absolutamente secundaria a nuestra 
administración. Acentuaremos el control a posteriori, que es lo que la modernidad en Aduana recomienda: en 
lugar de tanto control en frontera, basarnos en una gestión de riesgo sobre los exportadores, los despachantes 
y los distintos operadores de comercio exterior y, luego, requerir la documentación, con equipos inspectivos 
altamente capacitados, y aplicar las sanciones donde sea necesario. Creemos que es una buena solución y en 
ese sentido tiene razón el señor Diputado. 


SEÑOR GANDINI.- Quería complementar lo que ya manifesté. 


La documentación archivada que tiene un enorme volumen a la que se hacía referencia, ¿es de los últimos 
diez años o es anterior? La norma que establece que los despachantes deberán custodiarla durante diez años, 
¿es nueva o había otro plazo anteriormente? Quizás eso se ha acortado. Esas son las inquietudes que tengo. 


SEÑORA BRIZUELA.- En realidad, este plazo es nuevo, armonizando precisamente como decía el 
señor Director con la DGI, que tiene un plazo de diez años. 


Hoy por hoy, el Código Aduanero establece que la prescripción de las acciones fiscales es de cinco años. 
Entonces, a los efectos de resguardar eventuales acciones que puedan caber en el futuro discutiéndolo con las 
Asociación de Despachantes, entendimos razonable que un plazo de diez años resguardaba perfectamente 
cualquier juicio o acción que se hiciera a posteriori, sobre todo teniendo en cuenta que armonizábamos el 
plazo de archivo con la administración tributaria. 


SEÑOR POSADA.- Considerando las obligaciones que ya tienen los despachantes de Aduana desde el 
punto de vista tributario, gran parte de esta documentación que ahora se está proponiendo por ley que 
sea archivada, guardada, etcétera, ya tenían que mantenerla bajo custodia por razones fiscales, dentro 
de las obligaciones que impone el Código Tributario. 


SEÑORA BRIZUELA.- Efectivamente, es correcto lo que dice el señor Diputado. 


Además, la propia Ley N* 13.925, que crea el Estatuto del Despachante de Aduana, también establece la 
obligación de guardar parte de la documentación. No estamos innovando en este caso, sino que es algo que 
hoy ya se hace en la práctica por disposición legal. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a hacer dos preguntas concretas. La primera de ellas es de carácter general, 
en función de lo que se viene describiendo e informando. 


Está claro que la Aduana aduce que con este proyecto procura avanzar en el camino de la modernización, del 
aumento de la eficiencia, sin perjuicio de la seguridad jurídica. Ese concepto aparece en la exposición de 
motivos. También está claro también que se viabilizaría que Aduanas se desprendiera de toda esa 
documentación y de todos los papeles acumulados a lo largo del tiempo. Estos serían sustituidos por la 
obligación de los despachantes de conservarlos, que es el que prevé el proyecto, con un sistema de sanciones. 
Eso está bien claro. Ahora bien, mi pregunta es cuál es el respaldo que no surge del proyecto de esa situación. 
Si mañana se resuelve investigar específicamente una presunta infracción, que supongamos aconteció hace 
cinco años que es el plazo de la prescripción, y el despachante de Aduanas obligado por la ley a llevar esa 
documentación incumplió, más allá de la sanción que le corresponda de acuerdo a la ley que eventualmente 
se llegue a aprobar, ¿cuál es el mecanismo de respaldo que tiene el Estado y qué nivel de especificidad 
podemos esperar de ese eventual sistema de respaldo a la hora de probar una presunta infracción aduanera 
específica? 


La segunda pregunta que quiero plantear tiene que ver con el artículo 4”, que parece hacer referencia a las 
situaciones de tercerización, es decir, cuando los despachantes cumplen con esta obligación a través de 
terceros. Da la sensación de que el artículo es algo restrictivo. Capaz que está bien así, y por eso estoy 
preguntando. Parecería que estos servicios solo podrían prestarse por personas físicas o jurídicas autorizadas 
previamente por la Aduana. Quisiera saber por qué razón el despachante eventualmente no podría contar con 
la posibilidad o el margen suficiente de resolver cómo lo hace y después, por supuesto, someterse al 
cumplimiento de la obligación y las sanciones correspondientes, dando cuenta en la Dirección General de 
Aduanas. Me da la impresión de que el artículo es algo restrictivo, aunque capaz que no es así. 


SEÑORA BRIZUELA.- Con respecto a la primera pregunta que formula el señor Diputado, 
precisamente, en esta tendencia a no tener papeles, a través del sistema informático la Aduana tiene la 
información de todos los DUA y de todas las operaciones 


Con el Sistema LUCÍA, se ingresa el número de documento y se ve la operación y toda la información. Todos 
los datos que están en papel están en el sistema informático, e inclusive más, porque está la factura de la 
operación y también los documentos de transporte. Quiere decir que en la eventualidad que plantea el señor 
Diputado en cuanto a investigar una infracción pasado ese tiempo, a través del sistema informático la Aduana 
perfectamente puede contar con los datos necesarios en el caso de una infracción aduanera o de una 
investigación a posteriori, como decía el señor Director. 


En cuanto al otro aspecto, quiero señalar que naturalmente la obligación primero es del despachante, pero 
entendimos que no podíamos dejarlo a criterio general dada la importancia como lo resaltaba el señor 
Diputado de esta documentación. Por lo tanto, nos pareció que en el caso de que se quisiera otorgar la tarea a 
un tercero como sucede, por ejemplo, en Chile y en Argentina, donde existen empresas prestadoras de 
servicios de archivo, la Aduana primero debía estudiar la situación dada la responsabilidad que tendrá en el 
archivo de la documentación. Por eso, la intervención de la Aduana no la vemos restrictiva como la ve el 
señor Diputado, aunque a lo mejor estamos equivocados. Nos pareció que era mejor para los despachantes y 
también para el Estado asegurarnos de que, si eventualmente otorgamos esa facultad a un tercero, este 
responda y cuenta con todas las garantías que la Dirección Nacional de Aduanas entienda para conservar los 
documentos. 


SEÑOR ABDALA.- La redacción de ese artículo no es del todo clara, por lo menos para mí. 


Concretamente, quisiera saber si la Aduana va a poner al servicio de los despachantes a esos terceros o a esas 
empresas eventualmente tercerizadas que vayan a cumplir esta finalidad para que escojan una, o podrá el 
despachante contratar a su propia empresa y solicitar la autorización correspondiente a la Dirección Nacional 
de Aduanas. 


SEÑOR BRIZUELA.- No hay muchas empresas de este tipo, porque es algo nuevo. 


Cuando estuvimos discutiendo con la ADAU, partimos de la base de que uno de esos terceros podría ser, por 
ejemplo, la Asociación de Despachantes, que ya tiene conocimiento del tema. No pensamos en el mismo 
sentido que el señor Diputado en cuanto a que un despachante pueda sugerir a una empresa para cumplir con 
el servicio de guarda o archivo. Me parece que la Aduana va a tener que analizar todas las cuestiones que se 
planteen y a todas las empresas que quieran presentarse. Este artículo no es restrictivo. No vamos a limitar la 
libertad de trabajo. Me parece que la Dirección Nacional de Aduanas deberá estudiar a todas aquellas 
empresas que quieren presentarse a efectos de prestar ese servicio, y después verá cuál de ellas le ofrece la 
mayor garantía. En ese sentido, reitero, entendemos que no es restrictivo. 


SEÑOR GANDINI.- Entiendo todo lo que explican referido a personas jurídicas, pero también se 
habla de los servicios de personas físicas, que la Dirección Nacional de Aduanas también tendrá que 
autorizar. O sea que ya no es una empresa. Se supone que la información se guarda es la casa de 
alguien. Si no, ¿qué es el servicio de una persona física? Todos los demás son personas jurídicas. ¿Qué 
se quiso decir con "personas físicas''? ¿Cómo Aduanas va a autorizar a esa persona física? ¿De qué se 
está hablando? 


SEÑORA BRIZUELA.- Como hemos venido diciendo, vemos esto con mucha amplitud. A priori no se 
está limitando a nadie, y eventualmente puede presentarse una persona física que vaya a prestar un 
servicio de este tipo. 


SEÑOR GANDINI.- Si va a prestar un servicio es una empresa, aunque esta sea unipersonal. ¿Qué es 
una persona física? 


SEÑORA BRIZUELA.- Puede ser alguien que esté relacionado con la actividad. 
SEÑOR POSADA.- Igualmente, va a ser una empresa. 


SEÑOR ABDALA.- Teóricamente, ¿podría ser un dependiente del despachante? ¿Ese es el espíritu de 
la ley? 


SEÑORA BRIZUELA.- Sí, perfectamente podría ser. 
SEÑOR GANDINL.- Tendría que estar autorizado por la Aduana. 


SEÑOR CANÓN.- Creo que, sin perjuicio de analizar con más detenimiento cuál podría ser 
eventualmente una persona física, el espíritu del artículo, con el que coincidimos y lo vamos a analizar 
la mayor responsabilidad, es que la Aduana autorice precisamente las condiciones que mencionaba el 
señor Diputado Asti, es decir, verificando que los documentos sean archivados correctamente, que no se 
deterioren por efecto de la humedad, del tiempo, incendios, etcétera. Y esto lo hará la Aduana 
responsablemente a través de su Departamento de Infraestructura. Si es el dependiente del señor 
despachante o es una empresa constituida, siempre que dé las garantías de la correcta conservación de 
la documentación para que el Estado pueda accionar a posteriori, a la Aduana eso le es indiferente. 


SEÑOR MUJICA.- Voy a referirme a este último punto, para saber si interpreté bien. 


De repente la inclusión de las personas físicas en el artículo 4” prevé la posibilidad de que no necesariamente 
el despachante tenga el costo de pagar una persona jurídica para prestarle ese servicio si, por ejemplo, tiene 
una propiedad, un lugar físico que no pertenece a una persona jurídica donde puede colocar la 
documentación. Me da la impresión de que ustedes, en ese caso, si les autorizan el lugar porque cumple con 
las condiciones, etcétera, lo pueden depositar a nombre de una persona física equis autorizada por la Aduana 
y no necesariamente tendrán que pagar un servicio. Quisiera saber si este es el espíritu, porque si no fuera 
este les propondría sacar "persona física" y dejar "persona jurídica". 


SEÑOR CANÓN.- Coincido con su planteamiento, señor Diputado. Como dije antes, lo vamos a 
examinar con la mayor responsabilidad. 


Esto lo pensé en las conversaciones con la Asociación de Despachantes de Aduana y con los despachantes de 
Aduana en particular, a quienes vemos como algo uniforme pero no lo son. Hay despachantes de Aduana 
mayores y menores. Lo que dijo la doctora Brizuela es cierto. Si uno pensara idealmente cuál podría ser la 
solución, la que todos los despachantes de Aduana desearían, sería que la propia Asociación arbitrara las 
formas de conseguir un tercero para prestar este servicio. Pero hay despachantes de Aduana que no están en 
esa escala y a ellos también debemos darles alguna solución. De manera que este artículo, al contrario de ser 
restrictivo, es sumamente amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta ronda de preguntas la comenzamos con una intervención del señor 
Diputado Abdala en cuanto a si el artículo 4” era o no restrictivo. Creo que nos hemos ido al otro 
extremo, pues es muy amplio, pero siempre bajo la responsabilidad de la Dirección Nacional de 
Aduanas de otorgar ese permiso. Luego de haber escuchado los argumentos, pienso que será bajo esa 
responsabilidad, por supuesto, como principal agente del Estado en este tema, ver si es posible que un 
particular, una persona física pueda cumplir esa actividad. Supongo que se da esa redacción porque 
generalmente cuando nos referimos a esas actividades hablamos de personas físicas o jurídicas. Tal vez 
se hizo así para no ser limitativo y para que después no se diga que es solamente para empresas. Creo 
que va a quedar en la responsabilidad de la Dirección Nacional de Aduanas, que es indelegable, 
establecer en la reglamentación cuáles son las condiciones. Seguramente se va a decantar que es muy 
difícil que una persona física pueda cumplir esa actividad si se ponen exigencias con respecto al 
patrimonio, a informatización de los sistemas, elementos de seguridad, etcétera. Esa sería la respuesta 
cuando se pensaba que esta autorización podría ser limitativa. Se habló de otros casos, por ejemplo el 
del Banco Central, que autoriza a quienes pueden dictaminar sobre los estados contables de las 
empresas financieras. Eso se hace bajo la responsabilidad de esta institución, que autoriza a quienes 
han demostrado capacidad para dictaminar sobre estados contables. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a hacer una reflexión en voz alta. 
Me parece que lo de limitativo o restrictivo es según el punto de vista, porque creo que allí la autorización de 


la Dirección Nacional de Aduanas, según sea previa o posterior, puede calificar que la solución sea más o 
menos restrictiva. En ese sentido lo planteaba originariamente. Tal vez esto podría solucionarse no estoy 


haciendo una propuesta, solo una reflexión yendo a una concepción todavía más amplia y más genérica. Me 
refiero a que simplemente se dé al despachante la posibilidad de optar, de tercerizar el cumplimiento de la 
obligación previa autorización de la Dirección Nacional de Aduanas, sin andar discriminando entre personas 
físicas o jurídicas. Es simplemente una reflexión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar a los invitados que inmediatamente después de que se 
retiren vamos a recibir a la Asociación de Despachantes de Aduanas y quizás analicemos este tema. 
Además, vamos a enviarles la versión taquigráfica de esta reunión, con su presencia y la de la 
Asociación de los Despachantes de Aduana. Vamos a abocarnos al estudio de este tema lo más pronto 
posible. Si surge alguna modificación, se podrá presentar, o si no, quedará para la reglamentación. 


SEÑOR CANÓN.- Simplemente digo que es bienvenida la sugerencia del señor Diputado Abdala y 
todas las demás que se han vertido en esta Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Dirección General de Aduanas) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Despachantes de Aduanas del Uruguay) 


——— Damos la bienvenida a la Asociación de Despachantes de Aduanas del Uruguay, integrada por los 
señores Ignacio Marone, Presidente; Guillermo Fernández, Secretario; y Enrique Martínez, Secretario 
Ejecutivo. 


SEÑOR MARONE.- Deseamos agradecerles por permitirnos participar de la discusión de este 
proyecto de ley propuesto por la Dirección Nacional de Aduanas y por el Ministerio de Economía y 
Finanzas mediante el cual se está tratando de modernizar la parte de archivo de documentación. Me 
gustaría saber qué dudas tienen ustedes al respecto y en qué los podemos ayudar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como decíamos en la entrevista que mantuvimos antes, con el Director de 
Aduanas y con la Directora de Asesoría Jurídica, visto el proyecto con iniciativa del Poder Ejecutivo 
nuestra idea es darle un rápido tratamiento al proyecto. Para ello, nos pareció importante consultar a 
los directamente interesados, tanto a la Dirección Nacional de Aduanas como a la Asociación de 
Despachantes de Aduana del Uruguay, que son, en este caso, objeto de reglamentación y de 
obligaciones a través de este proyecto de ley, con respecto a la guarda de la documentación. 


El Director de Aduanas nos manifestaba que se trataba de un proyecto que había sido redactado en forma 
conjunta por la Dirección de Asuntos Jurídicos de Aduanas con la participación de la Asociación. Por eso nos 
pareció de orden tener directamente la opinión de ustedes sobre el contenido de este proyecto. 


SEÑOR MARONE.- Esta es una inquietud que tenemos hace mucho tiempo, porque la cantidad de 
papeles ha superado al edificio de Aduanas. La Asociación de Despachantes hace aproximadamente 
diez años que está administrando el depósito dentro del edificio de Aduanas, conjuntamente con una 
empresa subsidiaria de Xerox, que se llama Tecnomax S.A. 


Sucede que el lugar físico del local de Aduanas no es suficiente. Inclusive, los arquitectos de Aduanas han 
realizado algunos estudios porque todo el peso está concentrado en un ala del edificio y, como todos 
sabemos, toda esa parte de la Ciudad Vieja ha sido construida sobre el agua. Entonces, no se tiene mucha 
certeza sobre lo que pueda pasar con eso. Tanto la Aduana como nosotros siempre hemos tenido la 
preocupación acerca de lo que podría pasar con esa cantidad de archivos. 


En principio, por el año 2000, el Director de Aduanas de la época, señor Ilarietti, había dado instrucciones 
para que se mantuvieran los cinco años de archivo de la documentación y luego se fuera eliminando. Pero 
surgió el problema de que el Juzgado de Aduanas pidió un documento que tenía ocho años y no estaba: se 
había destruido. Estaba solo en la parte informática. Entonces, la Dirección, con la Asesoría Legal de la 
Aduana, retomó la decisión de mantener la documentación por veinte años. Mantener ese tiempo los 


documentos nos parece un disparate, y más hoy que está todo informatizado y apretando un botón se puede 
tener copia de todos los papeles. 


Entonces, la Aduana previó algo parecido a lo que se está haciendo en la Argentina, que se está dando a los 
privados la tenencia de la documentación, con ciertos requisitos: que la tengan escaneada y que, llegado el 

caso, se pueda tener la versión de toda la documentación que está en el sistema LUCÍA y, a su vez tener el 

respaldo en papel. 


Nos consultaron si no podíamos nosotros hacernos responsables de guardar esos documentos y dijimos que 
sí. Esa es un poco la historia. 


SEÑOR GANDINI.- Al parecer, entonces, ustedes están de acuerdo con este proyecto de ley, no solo 
con lo que pretende sino también con la redacción tal cual la ha remitido el Poder Ejecutivo. Ese es el 
motivo de este tipo de consultas que hacemos antes de ingresar al tratamiento del proyecto: recibimos 
la exposición de motivos del organismo que lo propone y también la opinión de aquellos que quedan 
obligados a partir de la aprobación del proyecto de ley. Quiere decir, entonces, que ustedes están de 
acuerdo con que, una vez que el proyecto entre en vigencia, todas esas toneladas de papel que están hoy 
depositadas en Aduana vayan a un depósito o a los que corresponda de cada uno. En principio, el 
obligado es cada despachante, aunque podrá disponerse un lugar común, según la ley lo permita. O sea 
que están de acuerdo en que se extraiga todo de allí y vaya a depósitos que van a administrar ustedes, 
los despachantes, con las reglas de juego que aquí se fijan y con las que la reglamentación determinará. 
Sobre eso no hay dudas respecto a vuestra opinión. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Nosotros estamos en un todo de acuerdo con el proyecto de ley. Es más: este 
proyecto como bien dijo el señor Presidente se aplica también en Argentina y en Chile. 


Otras de las pautas importantes son las recomendaciones de la OMA, que pide la relación público-privado. 
También hay un tema de eficiencia. A raíz del poco lugar disponible que tiene la Aduana, muchas carpetas o 
sobres, que es donde se guarda la documentación, se encuentran en los corredores de las receptorías del 
interior o en las escaleras de la Aduana. O sea que si por algún motivo se necesita alguna documentación, su 
ubicación es dificilísima. 


Asimismo, ADAU está muy interiorizada y compenetrada con el tema de la eficiencia del comercio exterior 
para con la parte industrial y comercial del país. Debemos ser eficientes. Eso es lo que OMA está solicitando 
actualmente, también a los operadores privados. Pero para que los operadores privados y la parte pública 
podamos ser eficientes tenemos que trabajar en conjunto. 


Reitero: estamos totalmente de acuerdo con el proyecto de ley, tal como manifestó el señor Director. 
Evidentemente, esta es una iniciativa de ellos. Fue planteada, conversada y se llegó a esta resolución que 
compartimos totalmente. 


SEÑOR ABDALA.- Con relación al artículo 4”, que fue motivo de intercambio con el Director de 
Aduanas, tengo una pregunta que tal vez tenga más que ver con un aspecto de carácter formal que con 
una concepción jurídica a la hora de concebir esta solución. Está claro que la obligación del 
despachante puede ser cumplida de acuerdo con el tenor de la ley en forma directa o, eventualmente, el 
despachante puede, para cumplirla, recurrir a los servicios de un tercero. Parecería claro también, ya 
que les vamos a imponer esta obligación y asimismo establecemos un sistema de sanciones para el caso 
de incumplimiento, que el despachante podría tener la suficiente laxitud a la hora de determinar de 
qué manera más eficiente habrá de llevar adelante la administración de esta documentación. 


La pregunta es si el artículo 4* los satisface en la forma en que está redactado, porque veíamos que podía 
derivar en una suerte de limitación, según la aplicación que luego haga la Aduana a la hora de la ejecución de 
la norma, en cuanto a esta posibilidad de optar por la tercerización del servicio. Personalmente, he ido 
construyendo esa idea y creo que habría que pensar en una autorización más genérica en la que, sin hacer 
referencia a persona física o jurídica, el despachante pudiera determinar la tercerización del servicio, 
eventualmente con la autorización de la Dirección Nacional de Aduanas, pero no como dice aquí que se 
podrá optar por utilizar los servicios de un tercero, persona física o jurídica, autorizado por la Aduana, como 


si fuera una autorización, una especie de control previo más que un control de gestión. Les solicito su opinión 
al respecto. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Nosotros analizamos el texto y no hemos notado que este artículo 4” significara 
ninguna restricción. Más allá de eso, estamos de acuerdo con que la Aduana tenga la facultad de 
autorizar a un tercero, sea persona física o jurídica, para que proceda al archivo físico de esos 
documentos. Creo que no significa una limitación y que es bastante amplio, en el sentido de que se van 
manejando las dos posibilidades: persona física o jurídica. Por lo tanto, no plantearía ningún tipo de 
inconveniente operativo en el momento de la reglamentación. 


SEÑOR MARONE.- Quiero hacer una aclaración. 


Nos han informado en la Aduana y nosotros estamos de acuerdo que lo que se busca es tener el control de 
dónde se archivan los documentos, desde el punto de vista de la seguridad, de la existencia de alarmas y que 
se tengan todos los cuidados que deben tener los documentos para que no se deterioren durante esos diez 
años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. Les enviaremos la versión taquigráfica de 
esta sesión, en la que consta la visita de la Dirección General de Aduanas, para que sepan cuál fue el 
trámite que se ha seguido. Asimismo, nosotros tendremos una discusión interna para la aprobación de 
este proyecto. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Despachantes de Aduanas del Uruguay) 


SEÑOR POSADA.- Desde el punto de vista del concepto, estamos totalmente de acuerdo. Sin embargo, 
si observamos la redacción, creo que podría ser diferente. Si todos estuviéramos de acuerdo, podríamos 
traer una idea para la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El miércoles 23 está citada la Dirección del Instituto Nacional de Estadística y 
Censo. 


Si no hay inconveniente, votaríamos el proyecto de ley en general y, antes de entrar a la votación particular, 
buscaríamos un texto que pudiera hacer más eficiente su redacción. 


(Se vota) 


——- Siete por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR GANDINI.- Solicito a la Comisión que para una próxima sesión se invite al nuevo Director de 
Casinos, señor Javier Chá, para realizar una exposición y conocer cuáles son sus planes. Hay 
importantes licitaciones en marcha que afectan a varios departamentos y, sabiendo que yo estoy en esta 
Comisión, algunos legisladores del interior me han consultado sobre este tema. 


Del mismo modo, hay otros asuntos vinculadas a la Dirección de Casinos que sería bueno conocer en qué 
están. Yo comuniqué al Director que nuestro deseo era convocarlo para conocer la situación de esa Dirección, 
que ni siquiera pasa por el Presupuesto Nacional. 


Quería dejar planteada esta inquietud, y quizás antes de finalizar el mes podamos tener la oportunidad de esa 
visita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda registrada la solicitud del señor Diputado Gandini. 


Precisamente, la idea era acordar el calendario, teniendo en cuenta que seguramente a partir de julio nos 
integraremos con la Comisión de Presupuesto. Tenemos pendiente la situación de las Cajas de Auxilio, para 
cuyo tratamiento la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social se integrará con la de Hacienda, tal como 
sucedió en oportunidad de la consideración del Fondo Nacional de Salud. De manera que tendremos que 


coordinar las próximas reuniones con los integrantes de dicha Comisión. Con respecto a este tema, hay dos 
proyectos presentados por el Partido Nacional y estamos esperando el del Poder Ejecutivo. Podemos 
adelantar que quizás este último es distinto a los proyectos presentados en el sentido de que permitiría la 
permanencia de las Cajas de Auxilio que lo soliciten como seguro complementario. Esto requeriría una 
autorización especial. Teniendo en cuenta la Ley_N” 14.407, si desaparece su motivo principal de existencia, 
que es la prestación de los servicios de salud, dejarían de funcionar y su patrimonio pasaría directamente al 
Banco de Previsión Social, como está previsto en la ley de creación de estas instituciones. Esta no es la 
posición del Poder Ejecutivo, que entiende que aquellas empresas que tengan viabilidad económica pueden 
continuar prestando servicios complementarios de salud o de seguridad social. Sobre esto versará el proyecto 
del Poder Ejecutivo, independientemente de las negociaciones que se puedan realizar en todo este período. 


Ya se inició el tratamiento del proyecto de ley que presentaron, entre otros, el señor Diputado Radío. Creo 
que fue firmado por Representantes del Partido Independiente, del Partido Nacional y no recuerdo si del 
Partido Colorado. Como los representantes de las Cajas de Auxilio ya han sido recibidos tanto por la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social como por la de Seguridad Social, deberíamos establecer un 
cronograma de reuniones integradas con estas Comisiones, en las que deberíamos citar al Poder Ejecutivo y a 
la Mesa Coordinadora de Cajas de Auxilio, que es la que ha venido a las otras Comisiones. Quizás podríamos 
empezar con el tratamiento de este tema la semana próxima. La propuesta sería hacer una primera reunión a 
partir de las diez de la mañana y a las once y media sesionar en régimen de Comisión integrada. Haremos el 
planteo a los compañeros de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social. Si aceptaran la propuesta 
deberíamos invitar a los Ministerios de Salud Pública, de Trabajo y Seguridad Social y de Economía y 
Finanzas para que nos dieran su versión sobre el tema. 


También tendremos que considerar el proyecto relativo al Banco Central, que seguramente será aprobado hoy 
en la Cámara de Senadores. Es un texto muy sencillo, que creo que ya ha sido repartido. Se trata de la 
disminución del número de miembros del Directorio a tres, por supuesto adecuando las normas que requerían 
cuatro o más integrantes. También debemos considerar un artículo sobre capitalización que simplemente 
aclara el contenido del proyecto actual de Ley Orgánica del Banco Central. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


